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Resumen.  

El presente artículo analiza la problemática de la corrupción en la contratación pública en 

Colombia, una situación que compromete gravemente la transparencia, la eficiencia administrativa 

y la confianza ciudadana en la gestión estatal. A través de un enfoque hermenéutico basado en 

análisis documental, se identifican las dinámicas que perpetúan estas prácticas ilícitas, los retos 

enfrentados por las entidades de control y las oportunidades de mejora en los mecanismos 

existentes. Se abordan tres aspectos principales: los desafíos estructurales y operativos que 

dificultan el control estatal, como la discrecionalidad, la falta de recursos técnicos y humanos, y la 

influencia indebida de actores políticos y económicos; la efectividad de las sanciones por 

incumplimiento contractual, subrayando la necesidad de procesos ágiles, sanciones proporcionales 

y mayor transparencia para lograr un impacto disuasorio; y, finalmente, las causas de la corrupción 

y las estrategias para combatirla, resaltando la importancia de fortalecer la capacitación de los 

funcionarios, optimizar los sistemas de información y fomentar una cultura de integridad en todos 

los niveles. Aunque Colombia cuenta con un marco normativo robusto, su implementación se ve 

limitada por debilidades institucionales y operativas, lo que impide alcanzar los objetivos 

deseados. Ante esta realidad, el artículo propone una estrategia integral que articule reformas 
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legislativas, fortalecimiento institucional y promoción de la ética pública como pilares 

fundamentales para mitigar los efectos de la corrupción. Solo mediante estos esfuerzos conjuntos 

será posible garantizar una gestión transparente y eficiente de los recursos públicos, reduciendo 

los riesgos de prácticas ilícitas que tanto afectan el desarrollo del país. 

Palabras Clave: Contratación estatal, corrupción, normativa anticorrupción, contralorías, 

entidades de control, transparencia. 

 

Abstract 

This article analyzes the issue of corruption in public procurement in Colombia, a situation that 

severely compromises transparency, administrative efficiency, and citizen trust in government 

management. Through a hermeneutic approach based on document analysis, it identifies the 

dynamics that perpetuate these illicit practices, the challenges faced by control entities, and 

opportunities for improvement in existing mechanisms. Three main aspects are addressed: the 

structural and operational challenges that hinder state control, such as discretion, lack of technical 

and human resources, and the undue influence of political and economic actors; the effectiveness 

of sanctions for contractual non-compliance, emphasizing the need for swift processes, 

proportional sanctions, and greater transparency to achieve a deterrent impact; and finally, the 

causes of corruption and strategies to combat it, highlighting the importance of strengthening civil 

servant training, optimizing information systems, and fostering a culture of integrity at all levels. 

Although Colombia has a robust regulatory framework, its implementation is limited by 

institutional and operational weaknesses, preventing the achievement of desired objectives. In light 

of this reality, the article proposes a comprehensive strategy that combines legislative reforms, 



 

 

institutional strengthening, and the promotion of public ethics as key pillars to mitigate the effects 

of corruption. Only through these joint efforts will it be possible to ensure transparent and efficient 

management of public resources, reducing the risks of illicit practices that significantly affect the 

country's development. 

Keywords: Public procurement,  corruption, anti-corruption regulations, comptrollers,  control 

entities,  transparency. 

Introducción  

El presente artículo es el resultado del proyecto de investigación desarrollado en el módulo de 

investigación, cuyo objetivo general es analizar las instituciones y acciones de control estatal frente 

a las prácticas de corrupción en la contratación pública en Colombia. Esta problemática revisa gran 

importancia debido a su impacto en la transparencia, eficiencia administrativa y confianza 

ciudadana en el sector público. 

El análisis se fundamenta en una metodología hermenéutica jurídica con un enfoque 

documental, orientado a interpretar y analizar estudios académicos relevantes sobre corrupción en 

la contratación pública. A través de esta metodología, se busca identificar las dinámicas que 

perpetúan estas prácticas ilícitas, los retos que enfrentan las instituciones de control, y las 

oportunidades para fortalecer los mecanismos existentes en la lucha contra la corrupción. 

De acuerdo con los objetivos específicos del proyecto, el artículo se estructura en tres secciones 

principales. En la primera parte, se examinan los retos que enfrenta el control estatal en la lucha 

contra la corrupción en la contratación pública, abordando factores estructurales y operativos que 

dificultan su efectividad. En la segunda sección, se evalúa la efectividad de las sanciones impuestas 

por incumplimientos contractuales en el ámbito público, poniendo de relieve la importancia de la 

celeridad, la proporcionalidad y la transparencia en los procesos sancionatorios. Finalmente, se 



 

 

identifican las principales causas de la corrupción en la contratación pública y se analizan 

estrategias de control que buscan mitigar su impacto, destacando el papel de las herramientas de 

supervisión y auditoría. 

Este trabajo contribuye a la discusión sobre cómo las instituciones estatales pueden optimizar 

sus funciones de control, fortalecer la cultura de integridad y mejorar la transparencia en los 

procesos de contratación pública en Colombia. 

 

Retos del control estatal frente a la corrupción en contratación pública 

En Colombia la contratación pública se encuentra inmersa en múltiples desafíos, entre los 

cuales tiene protagonismo la corrupción al ser uno de los más significativos. Esta corrupción en la 

contratación puede manifestarse de diversas formas y afecta gravemente la transparencia y 

eficiencia de los procesos administrativos de contratación. 

La corrupción en la contratación pública es un problema grave que se presenta en cualquier 

nivel de gobierno con una gran afectación del desarrollo social, económico y de derechos 

humanos de cualquier región. El estado mediante la contratación pública busca ofrecer 

bienes y servicios a la población, pero la corrupción surge como uno de los principales 

problemas que impide que los beneficios y provisión de estos bienes a la población sea 

insuficiente socavando así la confianza de la ciudadanía hacia los gobiernos. (Bastidas, 

2023, p.7).  

Por este motivo se vuelve menester identificar porque pesé a contar con una legislación 

robusta que intenta detener dichas acciones que van en contravía de las sanas prácticas de la 

contratación. 



 

 

La corrupción en la contratación pública se ha enraizado profundamente en las estructuras 

gubernamentales. La debilidad institucional desemboca en la concertación de actos corruptos sin 

obstáculos, lo que compromete la integridad y transparencia que tienen los procesos de 

contratación. 

También, existen puntos que agravan el problema la toma de decisiones, los cuales son la 

falta de transparencia y discrecionalidad.  

La corrupción es un cáncer que ya llegó a afectar a todos los estamentos de la 

administración pública, sin que quede exento el sector privado; una de las relaciones entre 

estos dos nace por medio de los contratos administrativos, en donde siempre antecede un 

procedimiento de contratación pública. (Díaz, 2019, p.8).  

 

La afirmación anterior pone de manifiesto la magnitud y la complejidad del problema, 

destacando que la corrupción no se limita a casos aislados o a ciertos niveles jerárquicos, sino que 

ha logrado permear de manera generalizada todas las estructuras de la administración pública. Esta 

situación no solo compromete la transparencia y la eficacia en la gestión de los recursos públicos, 

sino que también socava la confianza de los ciudadanos en las instituciones estatales, alimentando 

un círculo vicioso de desconfianza y debilitamiento institucional. La extensión y profundidad de 

este fenómeno revelan fallas estructurales que dificultan la implementación de controles efectivos, 

además de evidenciar la vulnerabilidad de los procesos administrativos frente a la influencia 

indebida de intereses políticos y económicos. En consecuencia, se hace imperativo no solo 

reconocer el alcance de esta problemática, sino también abordar de manera integral sus raíces, con 

el objetivo de promover una cultura de integridad y fortalecer los mecanismos de supervisión y 

control. 



 

 

Se vuelve más critica la situación debido a que el sector privado y público se han 

confabulado para llevar a cabo acciones tendientes a la corrupción, para asegurar contratos 

gubernamentales. Para poner como ejemplo, se da la contratación directa sin licitación, que se 

puede identificar como un foco de corrupción, ya que se otorgan contrato a las personas no por sus 

calidades, si no, porque son del resorte del funcionario de turno. 

En un escenario en el que se manejan grandes cantidades de dinero provenientes del erario,  

en  el que prima la discrecionalidad y la subjetividad de unos individuos investidos por un 

cargo público y/o político corruptible,  en  el que además es muy fácil acceder para cometer 

actos fraudulentos y,  existe  una alta probabilidad de impunidad,  resulta  ser perfecto para 

cocinarse la corrupción. (Silva, 2017, p.3) 

Otra situación preocupante se presenta con las instituciones que realizan control estatal 

sobre las licitaciones y la contratación pública, pues a pesar de sus esfuerzo se observa que son 

insuficientes, toda vez que si bien existe una amplia legislación para controlar esta corrupción, se 

ha quedado corta para prevenir y sancionar la corrupción de manera efectiva. Esto se debe muchas 

veces a la falta de recursos y capacidades técnicas que tiene las entidades de control, de igual forma 

se presenta una resistencia de ciertos actores políticos y económicos que se benefician de estas 

prácticas contrarias a la ley.  

...el ministerio público encargado de este control fiscal (Contraloría General de la 

República) y 62 contralorías territoriales: 32 departamentales (provinciales) y 30 

municipales... Las contralorías territoriales gozan de autonomía para ejercer su función de 

control y vigilancia sobre las instituciones locales, pero esta autonomía implica a su vez 

que sus recursos y personal son limitados y que deban buscarlos a través de relaciones 



 

 

generalmente conflictivas con la Contraloría General, las gobernaciones departamentales y 

las alcaldías municipales... (Pantoja, 2022, p.4) 

La corrupción en la contratación pública se ha convertido en un problema difícil que 

requiere de un enfoque de varias áreas para poder darle solución. Se hace necesario fortalecer los 

mecanismos de control, aumentar la transparencia en los procesos de licitación y promover una 

cultura de integridad en todos los niveles de las entidades públicas. 

Efectividad en las sanciones por incumplimiento.  

La efectividad de las sanciones por incumplimiento en los contratos de la administración 

pública es esencial para garantizar la transparencia, la integridad y el uso adecuado de los recursos 

del Estado. En Colombia, la falta de cumplimiento de las obligaciones contractuales por parte de 

los contratistas no solo afecta el desarrollo de proyectos y la provisión de bienes y servicios, sino 

que también erosiona la confianza pública en la gestión gubernamental. Para que las sanciones 

sean efectivas, deben ser aplicadas con celeridad y en compensación al daño causado, 

estableciendo un precedente que previene futuros incumplimientos. 

...la corrupción tiene sumida a la mayoría de las instituciones estatales, en donde los 

organismos de control y vigilancia se han visto impotentes para descifrar de forma certera 

la dinámica que se desarrolla, quedando las sanciones como una simple anécdota ya que 

no toca de forma contundente el accionar ilícito tanto de los servidores públicos como de 

los contratistas. Estamos hablando entonces de problemas de eficiencia y eficacia a la hora 

de castigar dichas conductas... (Gómez, 2011, p.6) 

Uno de los problemas principales en la aplicación de sanciones por incumplimiento es la 

lentitud de los procedimientos administrativos y judiciales. La demora en los procesos 



 

 

sancionatorios no solo permite que muchos contratistas evadan su responsabilidad, sino que 

además impide que las sanciones funcionen como un verdadero disuasivo. La falta de efectividad 

en este aspecto genera un entorno permisivo, en el cual el incumplimiento de contratos públicos 

queda en gran medida sin consecuencias, debilitando la disciplina contractual y alentando la 

reincidencia en comportamientos negligentes o fraudulentos. 

...será el ejercicio de la potestad sancionatoria por las entidades y el control que de esta 

realice la jurisdicción de lo contencioso lo que permitirá la mayor efectividad del derecho 

al debido proceso probatorio, para que este procedimiento pueda cumplir con el objetivo 

propuesto por el legislador; esto es, que sirva de herramienta contra la corrupción y permita 

a la Administración mantener el control de los contratos estatales. (Mateus, 2020, p.27) 

Además de la celeridad, es necesario que las sanciones sean lo suficientemente severas para 

desalentar las prácticas de incumplimiento. Actualmente, muchas sanciones impuestas a los 

contratistas son insuficientes en relación con las pérdidas y los retrasos ocasionados a los proyectos 

de interés público. La proporcionalidad de las sanciones es crucial para que estas cumplan su 

función de prevención, garantizando que el costo del incumplimiento supere los beneficios que 

algunos contratistas pueden obtener al no cumplir con los términos acordados. Esto se logra 

mediante multas económicas adecuadas, la inhabilitación de contratistas y, en casos de faltas 

graves, acciones legales que comprometen el patrimonio y reputación de los involucrados. 

La eficacia de las sanciones también depende de una adecuada supervisión y del 

fortalecimiento de los mecanismos de control. Las instituciones encargadas de monitorear el 

cumplimiento de los contratos, como las contralorías y las procuradurías, deben contar con los 

recursos necesarios para realizar su trabajo de forma efectiva. Sin embargo, la realidad es que 

muchas de estas entidades operan con recursos limitados y personal insuficiente, lo cual dificulta 



 

 

la realización de investigaciones exhaustivas y la imposición de sanciones en tiempo y forma. Por 

ello, se hace necesario incrementar la inversión en capacidades técnicas y logísticas, así como 

mejorar la capacitación del personal encargado de aplicar las sanciones. 

Se debe entender, entonces, que lo que buscó el legislador es darle un procedimiento ágil 

al Estado, para que en caso de que se presente un incumplimiento en el desarrollo de la 

ejecución de un contrato estatal, la Entidad cuente con dicho procedimiento para enderezar 

la ejecución de este.  Procedimiento que va encaminado a que esa actuación de la 

administración sea acorde a los principios establecidos en la Constitución Política, 

específicamente al principio de eficacia... (Carvajal, 2020, p.20) 

Además, la transparencia en los procesos de sanción es un elemento clave para su 

efectividad. Las sanciones deben ser públicas y accesibles para la ciudadanía, de manera que se 

promueva una fiscalización social activa y se fortalezca la rendición de cuentas. Un sistema de 

sanciones que opera con total transparencia permite que los ciudadanos estén al tanto de los 

incumplimientos y de las consecuencias impuestas, lo cual es fundamental para la credibilidad del 

sistema de contratación pública. La publicación de sanciones y de los nombres de contratistas 

incumplidos también contribuye a un entorno de contratación más seguro y confiable, en el cual 

los actores involucrados entienden las posibles consecuencias de incumplir sus obligaciones. 

Es crucial que las sanciones estén respaldadas por una normativa clara y robusta, que 

permita reducir los vacíos legales que algunos contratistas utilizan para evadir responsabilidades. 

Una legislación coherente y precisa no solo facilita la imposición de sanciones, sino que también 

otorga mayor seguridad jurídica a las entidades estatales y a los contratistas, al definir con claridad 

las obligaciones y las consecuencias del incumplimiento. En este sentido, la revisión y 

actualización periódica de la legislación es una herramienta indispensable para asegurar que el 



 

 

sistema sancionatorio se mantenga en sintonía con las necesidades y desafíos actuales de la 

contratación pública en Colombia. 

A pesar de la existencia de la garantía al debido proceso como principio rector del 

procedimiento sancionatorio contractual, el cual pareciese ser suficiente para resguardar 

los derechos a la defensa y a la seguridad jurídica del contratista, el procedimiento 

sancionatorio contractual descrito en el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011 presenta un 

vacío en materia del procedimiento probatorio y de las garantías frente a la práctica de 

pruebas, que podría limitar el ejercicio efectivos de los derechos a la prueba, a la defensa 

y a la contradicción (Mateus, 2020, p.6) 

Causas y estrategias de control de la corrupción en la contratación pública.  

La corrupción en la contratación pública en Colombia responde a diversas causas 

estructurales que dificultan la transparencia, la eficiencia y el adecuado manejo de los recursos 

públicos. Entre los factores principales que contribuyen a esta problemática, Saavedra (2022) 

destaca: 

...La falta de transparencia y competencia en el sistema de compra pública, el abuso de los 

regímenes especiales de contratación y de las causales de contratación no competitiva, la 

captura e influencia indebida de la política en entidades del gobierno nacional y territorial 

para extraer rentas en la contratación, y la falta de capacidad en las entidades para los 

procesos de contratación, junto con la insuficiente coordinación e integración de los 

sistemas de información... (p. 2-3). 

Estas causas revelan cómo las deficiencias tanto normativas como operativas permiten que 

actores políticos y económicos manipulen el sistema de contratación en beneficio propio. La escasa 



 

 

transparencia y la competencia limitada crean un entorno donde las decisiones no siempre se toman 

bajo principios de igualdad y justicia, sino que responden a intereses particulares. Este escenario 

vulnera la imparcialidad del sistema y perpetúa la desconfianza ciudadana hacia las instituciones 

públicas. 

Dentro de los mayores riesgos, destaca la captura política, que representa una de las 

amenazas más graves para la contratación estatal. La influencia indebida de actores 

gubernamentales y privados refleja cómo las redes de poder distorsionan los objetivos colectivos 

en favor de intereses personales. Esto genera un círculo vicioso de corrupción que, además de 

debilitar la capacidad institucional, refuerza la ineficiencia en el uso de los recursos públicos. 

Para mitigar estas causas, es esencial implementar estrategias de control que fortalezcan la 

capacidad técnica de las entidades encargadas de los procesos de contratación. De igual forma, la 

integración y modernización de los sistemas de información permitiría un seguimiento más 

efectivo, facilitando la identificación y prevención de irregularidades. Además, es crucial revisar 

exhaustivamente los regímenes especiales y las causales de contratación no competitiva, con el fin 

de limitar los abusos y garantizar condiciones equitativas. 

Una de las estrategias clave para enfrentar este problema es fomentar una cultura de 

integridad en todos los niveles de la administración pública. La formación ética de los 

funcionarios, combinada con mecanismos de control robustos y efectivos, constituye una 

herramienta fundamental para combatir la corrupción y avanzar hacia una contratación pública 

verdaderamente transparente, eficiente y orientada al interés general. 

Aunque existen esfuerzos legislativos para combatir la corrupción en la contratación 

estatal, los resultados hasta ahora han sido limitados. Según Bedoya y Vargas (2019) 



 

 

...el Congreso de la República ha expedido gran cantidad de leyes que regulan la 

contratación del Estado y otras cuantas normas para combatir la corrupción, sin embargo, 

los procesos de contratación estatal se han convertido en el primer foco de irregularidades, 

que desencadenan actos de corrupción administrativa, procesos penales, faltas 

disciplinarias y por ende, ineficacia del Estado en el cumplimiento de sus multas, 

malversación de los recursos, pérdida de credibilidad y de confianza en las instituciones. 

(p. 14) 

  Este panorama evidencia una clara contradicción entre el marco normativo y la realidad 

operativa en la gestión de los contratos públicos. Aunque las normas buscan garantizar 

transparencia, equidad y eficiencia, en la práctica los procesos contractuales suelen estar marcados 

por irregularidades y actos de corrupción. Esto refleja no solo deficiencias en la implementación 

de las leyes, sino también en los mecanismos de supervisión y en la capacitación de los 

responsables, lo que pone de manifiesto la necesidad de fortalecer tanto las instituciones como el 

compromiso ético de quienes participan en la contratación pública. 

La corrupción, como señala Sarmiento (2023) 

...genera desconfianza e inestabilidad en los sectores donde se filtra, haciendo énfasis en 

que en el sector público la situación es más grave, especialmente en lo referente a la 

contratación pública ya que estas trabajan con recursos públicos afectando los multas del 

Estado. En este sentido, resulta indispensable implementar medidas adicionales que 

protejan los recursos del erario y aseguren su correcta utilización durante la ejecución de 

los contratos. (p, 8) 



 

 

Entre las herramientas diseñadas para combatir estas irregularidades destacan las funciones 

del interventor, el supervisor y el auditor, quienes desempeñan un papel crucial en la vigilancia y 

el control de los procesos de contratación pública. El interventor actúa como garante del 

cumplimiento de los términos del contrato, verificando que las obras, bienes o servicios se 

entreguen conforme a las condiciones establecidas. Por su parte, el supervisor se enfoca en 

monitorear la ejecución del contrato, identificando posibles desviaciones y asegurando que se 

ajusten a los parámetros legales y técnicos. Finalmente, el auditor evalúa de manera integral la 

gestión y los resultados obtenidos, identificando posibles riesgos, irregularidades o áreas de 

mejora. Estas figuras, al actuar de manera coordinada, buscan minimizar los riesgos de corrupción, 

garantizar la transparencia y fortalecer la confianza en la administración pública. 

...para dar mayor protección a los recursos del Estado se han desarrollado varias 

herramientas adicionales encargadas de proteger los recursos públicos durante la ejecución 

de los contratos a los que fueron adjudicados, de este modo existen roles como el del 

interventor, el supervisor y el auditor, que se encargan de evidenciar y poner en 

conocimiento los actos indebidos, y para su debida implementación cuentan con facultades 

dentro de los contratos estatales para verificar el uso correcto de estos recursos. (Sarmiento, 

2023, p. 64) 

  Sin embargo, estas figuras necesitan contar con recursos suficientes y una adecuada 

capacidad técnica que les permita desempeñar su labor de vigilancia de manera eficiente y efectiva. 

Sin los recursos financieros necesarios, su capacidad para implementar controles exhaustivos y 

detectar irregularidades se ve seriamente limitada. Del mismo modo, la falta de formación y 

herramientas tecnológicas actualizadas puede obstaculizar la identificación de riesgos, la 

supervisión detallada de los procesos y la correcta evaluación del cumplimiento de los contratos. 



 

 

No obstante, persisten deficiencias en la capacidad jurídica y operativa de los organismos de 

control. Como lo señala Calderón (2021): 

Con relación a esta enfermedad llamada 'corrupción', esta se presenta con mayor facilidad 

debido a la deficiencia de la capacidad jurídica de vigilancia y control que se presenta en 

procesos de contratación estatal, desde la licitación pública por los organismos que deben 

cumplir esa función, pero que no siempre lo hacen, es decir que adolecen de eficacia.  

Esto refleja la urgente necesidad de fortalecer institucionalmente a las entidades encargadas 

de garantizar la legalidad y la transparencia en los procesos de contratación pública. Este 

fortalecimiento debe incluir, de manera prioritaria, la asignación de mayores recursos económicos, 

técnicos y tecnológicos que les permitan desempeñar sus funciones de manera más efectiva y con 

un mayor alcance. Asimismo, resulta imprescindible implementar programas de capacitación 

continua para el personal, con el fin de actualizar y mejorar sus competencias, dotándolos de 

herramientas para identificar riesgos, prevenir irregularidades y promover buenas prácticas en la 

gestión contractual. Sin estas medidas, el sistema de contratación seguirá enfrentando serias 

limitaciones en su capacidad para garantizar procesos íntegros y eficientes. 

Conclusiones 

A partir de los temas abordados, se concluye que la corrupción en la contratación pública 

representa un desafío estructural para Colombia, afectando directamente la transparencia, eficacia 

y confianza en la gestión estatal. Pese a contar con un marco normativo robusto, persisten 

debilidades en su implementación, agravadas por factores como la falta de recursos, 

discrecionalidad y limitaciones técnicas de las entidades de control. 



 

 

Respecto a la efectividad de las sanciones, los procedimientos lentos y sanciones 

insuficientes han debilitado su impacto disuasorio, destacando la necesidad de agilizar los procesos 

y ajustar las penalidades para reflejar la gravedad de los incumplimientos. Solo mediante sanciones 

proporcionadas y transparentes se puede reforzar la disciplina contractual y la confianza pública. 

En cuanto a las estrategias de control, resulta indispensable fortalecer la capacitación de 

funcionarios, optimizar los sistemas de información y dotar de mayores recursos a las entidades 

fiscalizadoras. Además, fomentar una cultura de integridad y vigilancia activa desde el sector 

público y privado puede limitar la incidencia de prácticas corruptas. 

En síntesis, combatir la corrupción en la contratación pública requiere esfuerzos integrales 

que incluyan mejoras legislativas, administrativas y culturales, garantizando que los recursos del 

Estado sean gestionados con eficiencia y transparencia para el beneficio colectivo. 
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